Financiación de la Justicia.   

Documento de sustentación.
1.- INTRODUCCIÓN.

La administración de justicia carga sobre si una gran responsabilidad, ya que en forma recurrente e insoslayable, se convoca a reflexionar acerca de estrategias dirigidas a asegurar el logro eficiente de su misión institucional, que aquí enfocamos en el Financiamiento de la Administración de Justicia en Ibero América, en el ámbito del Poder o Función Judicial integrados tanto por Cortes y Tribunales Supremos como Consejos de Judicatura o Magistraturas. 

La reforma judicial, y su financiamiento en particular, implica abordar creativamente una nueva organización de orientación integracionista, la que deberá ser firme y progresiva, realimentándose a través del mismo dinamismo que la encierra el proceso de evolución permanente hacia la independencia funcional y la autarquía financiera.

Existen dos caminos posibles; el primero, nítidamente evolutivo, de sesgo cuantificador que deposita un optimismo ingenuo en el aumento de la cantidad de jueces, normas, inmuebles o de herramientas y el consecuente aumento presupuestario para lograr más de lo mismo. El otro, tiene una visión más comprometida con la heterogeneidad del proceso, que procura un estudio sistémico y creativo de las distintas dimensiones que abarcan el complejo mundo de la administración de justicia: la normativa, la organizacional, la tecnología, la educativa y la referente al uso de los espacios, que también requiere de los recursos presupuestarios. 

La experiencia regional demuestra que las reformas parciales terminaron absorbidas por una realidad que se muestra implacable frente a intentos aislados y poco enérgicos. Por el contrario, la elección alternativa ha posibilitado una considerable producción de ideas y cambios identificables, tendientes a enriquecer y potenciar aquel dialogo entre la gente y el sistema estatal, trascendente para la protección de sus derechos.

2.- LAS IDEAS BÁSICAS.

El foco de este informe está en la recaudación y no en el gasto para la reforma judicial en Ibero América enmarcada en la racionalidad económica e institucional propia de la reforma judicial que se orienta en base a las siguientes ideas fuerzas con las que se compromete con:

· El Estado Constitucional de Derecho,

· La independencia funcional y la autarquía económica implícita del poder judicial; 

· Accesibilidad al servicio público de justicia;

· La seguridad jurídica y la previsiblilidad consecuente;

· La progresividad e intangibilidad presupuestaria;

· Gratuidad en el acceso.

El estándar de calidad requerido al servicio público de administración de justicia en la región es creciente en proporción directa con el grado de democratización que nuestras sociedades van conquistando día a día.  Este incremento en la calidad ha de tener una contrapartida presupuestaria que le permita al Poder Judicial atender  sus funciones en forma oportuna, ágil, transparente, predecible, imparcial e independiente dentro de un marco de racionalidad económica enfocado tanto en la relación costo/beneficios de los intereses puestos en juego en cada caso particular como así también en los valores e intereses colectivos del sistema judicial nacional y supranacional como conjunto funcional.

Balancear intereses individuales, colectivos e institucionales con valores sociales constitucionalmente consagrados, implica ser racional conforme a valores y a la vez racional conforme a fines individuales, colectivos e institucionales. Por ello se establece una relación de funcionalidad social entre la calidad de la justicia y la cantidad de recursos económicos socialmente asignados a los Poderes Judiciales de nuestros países, que pasa forzosamente por la racionalidad del gasto.

El tratamiento de la conflictividad social que los tribunales resuelven en conjunto constituyen las bases del desarrollo social, la precondición de la inversión privada nacional, regional y extraregional.  Es también motor del desarrollo de la calidad de vida del contribuyente y del usuario del sistema judicial; como así también una precondición de acceso al crédito internacional de los organismos multilaterales y donaciones de la cooperación extranjera.

Lo anterior impone la necesidad racional de que en materia de desarrollo institucional y financiamiento de la justicia se establezcan las convicciones éticas y políticas de establecer los contenidos presupuestarios mínimos e intangibles de mejoramiento permanente, en la misma magnitud en que cada sociedad aspira a un mejoramiento sostenido de la calidad de justicia, su justicia social jurídicamente organizada.

3.- LAS FUENTES DE INGRESOS.
Existe una gran heterogeneidad de regulaciones nacionales para atender al financiamiento de la justicia en Ibero América, siendo la principal diferencia aquellos países que cuentan con una “garantía” constitucional de su presupuesto asignando constitucionalmente algún porcentaje de los ingresos corrientes o del producto bruto interno (PBI).


3.1.- Caracterización 

De los informes de los países Iberoamericanos presentados unos respondieron que el poder judicial tiene como fuente central de recursos la asignación constitucional. y otros países, no poseen porcentaje constitucional asignado. 

No obstante en el marco institucional y político de cada país de la región se aspira acentuar la seguridad jurídica no solamente en forma reactiva, después de que el conflicto social se ha producido en la sociedad y es llevado como litis ante los tribunales, sino también en forma preventiva asignando tareas pre-jurisdiccionales a la organización judicial, tales como sucede por ejemplo en los medios alternativos de solución de conflictos, soluciones en equidad provenientes de los jueces de paz, el registro de inmuebles, automotores o en el otorgamiento de fe pública por vía de notarios o escribanos.


3.2.- Las Alternativas.
La principal fuente de financiación es el presupuesto aprobado por el Estado y complementariamente el cobro de tasa de justicia, venta de papel sellado y la ya referidas formas de ingresos por actividad registral o fedataria.

Resulta de particular interés las diversas formas de control del gasto público que realiza el poder judicial, en especial el acceso a la auditoria social por vía de Internet.

Las principales fuentes de financiamiento de la justicia en Ibero América son: 

· Porcentaje constitucional sobre los ingresos corrientes del estado (sin incluir donaciones ni financiamientos externos); 

· Tasas judiciales o tasa de justicia

· Ingresos por multas

· Servicios e información por Internet

· Venta de publicaciones (diario oficial)

· Venta de bienes sujetos a decomiso

· Administración, arrendamiento o venta de activos propios         del Poder Judicial

· Intereses bancarios

· Utilidades por fondos de inversión (bonos del estado).

· Ingresos por servicios de citaciones y embargos

· Donaciones

· Financiamiento externo

· Servicios regístrales inmobiliarios y automotores 

· Venta de papel sellado

4.- EL CONTROL DEL GASTO PÚBLICO.
El manejo eficiente de los recursos implica la necesidad de explicitar los objetivos propuesto por el Plan Operativo Anual (o plurianual, en determinados casos) con indicadores de resultados que permitan la conciliación entre lo gastado en el Plan Operativo y los resultados obtenidos total o parcialmente.

Lo propio se requiere de la acciones realizadas o a realizar con especial referencia a las inversiones en bienes de capital y procesos licitatorios.

En todos los casos se observa, al menos en el marco normativo algún sistema de auditoria interna del Poder Judicial y el control externo por algún tribunal de cuentas. Lo deseable es complementarlo con la contratación de consultoras independientes que satisfagan los requisitos del pliego licitatorio respectivo en los países en que se plantea. 

La necesidad de transparencia hace necesario que en la actualidad contemos con un sistema de publicidad de la ejecución del presupuesto en forma dinámica y de acceso gratuito, tal como sucede en muchos países de la región que ofrecen en línea (Internet) la gestión del gasto en una página Web propia de la institución o mediante la utilización del sitio en Internet del órgano estatal encargado del control presupuestario, con especial referencia a la liquidación de cada presupuesto anual.

5.- ALTERNATIVAS PARA LA INTEGRACIÓN.
Lo recomendable desde el punto de vista presupuestario interno de cada país y como alternativas de gestión que facilitan la integración es, sin afectar el principio de fondo común de ingresos judiciales, la posibilidad de desagregar en los presupuestos nacionales todos aquellos rubros que atienden a actividades con alcance región, tal como sucede en materia de formación y capacitación de jueces y magistrados a través de la Escuela Judicial de Centroamérica y el Caribe.

A mediano y largo plazo, se recomienda lograr un fondo común de inversión destinado a atender los costos de la integración regional el que debiera componerse mediante el aporte asimétrico de los diversos países en atención a sus dimensiones y desarrollo económico. 

6.- CONCLUSIONES.
Por lo anterior se recomienda el desarrollo de criterio de política judicial destinados a establecer los alcances de la gratuidad en el acceso a la justicia con una nítida diferenciación de aquellos casos o situaciones en los que las partes litigantes peticionan en torno a algún derecho humano fundamental desvinculado de actividades lucrativas, onerosas o comerciales en las que el Poder Judicial opera en forma complementaria a la función lucrativa transformándose en agente de cobro de las corporaciones comerciales (Bancos y financieras, por ejemplo) a cuyo giro comercial no se le priva del acceso a la justicia por vía del cobro de una tasa de justicia.

En el desarrollo de tales políticas judicial se propone una actitud creativa para fortalecer presupuestariamente a los Poderes Judiciales sin afectar los principios referidos en el punto 2.) y dentro del catalogo no exhaustivo que se propone en el apartado 3.3.) del presente informe.

8.- RECOMENDACIONES.
 Nuestras recomendaciones para el tema Financiamiento de la justicia en Iberoamérica, parten de lo establecido en las distintas declaraciones de Cumbres de Presidentes de Cortes y especialmente en la de Caracas del 1999 y la Declaración de Cancún del 2002, sobre la asignación de un porcentaje constitucional para poder garantizar la independencia y autonomía judicial. Lo cual implica la responsabilidad de los Poderes Judiciales en la rendición de cuentas y el uso racional de los recursos. 

En aquellos países que no tienen porcentaje mínimo en la Constitución de su Estado, el Ejecutivo y o el Legislativo lo establece, lo que evidencia una mayor dependencia de los recursos del Estado que son distribuidos por el Ejecutivo y justifica la necesidad d la independencia y autonomía, por ello en Cancún se concluye: 

“2. La autonomía e independencia del Poder Judicial se afianzará a través de la instrumentación de mecanismos que permitan determinar la eficiencia con la que se administran los recursos del sistema judicial, y no sólo a través del establecimiento de una asignación presupuestaria fija.”
